Comisión de Seguridad Social Versión Taquigráfica N* 2533 de 
S/C 2004 


EX TRABAJADORES DEL FRIGORÍFICO MELILLA 


Solicitan reposición jubilatoria 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 7 de julio de 2004 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante José L. Blasina. 
MIEMBROS: Señores Representantes Julio Lara y Gustavo Silveira. 


INVITADOS: Por los ex trabajadores del Frigorífico Melilla, señores José Carlos Duarte, Omar Luceno, 
Jorge Muniz, Juan Cono De Paula y Anselmo Guerra Sastre. 


SEÑOR PRESIDENTE (Blasina).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Seguridad Social tiene el agrado de recibir a una delegación de ex trabajadores del 
frigorífico Melilla, integrada por los señores José Carlos Duarte, Omar Luceno, Jorge Muniz, Juan Cono De 
Paula y Anselmo Guerra Sastre, quienes nos solicitaron esta entrevista para referirse a asuntos que les 
preocupan y que están relacionados con la seguridad social. 


En función de los antecedentes, tomamos conocimiento de que este tema ya fue planteado en la Comisión de 
Legislación del Trabajo. Contamos con la versión taquigráfica de esa reunión, por lo que sería interesante que 
ahora se refirieran específicamente a los asuntos que podrían estar comprendidos dentro del área que abarca 
la responsabilidad de esta Comisión. 


Hecha esta aclaración, les cedemos la palabra. 
SEÑOR DE PAULA.- Agradecemos a la Comisión por recibirnos. 


Ya que ustedes han leído la versión taquigráfica de lo que expusimos en la otra Comisión, ahora queremos 
hacer hincapié en el Decreto N* 518, que fue el que amparó a los compañeros del frigorífico Fray Bentos. 
Supongo que los señores Diputados saben que todos fuimos cesados por el Decreto N* 436 del año 1979. En 
el año 1988, los compañeros del frigorífico Fray Bentos fueron amparados por la ley de destituidos y están 
jubilados; tengo en mi poder copia del Decreto. Posteriormente, en el año 1991, también fueron amparados 
los compañeros de Establecimientos Frigoríficos del Cerro S.A. Sin embargo, hasta el momento, ninguno de 
los ex trabajadores del frigorífico Melilla ha sido amparado. 


La historia del frigorífico Melilla es muy larga y, lamentablemente, bastante triste para la masa obrera que 
integrábamos esa empresa. En el año 1971 la planta industrial, que era la vieja planta del frigorífico 
Sudamericano, había sido expropiada por el Estado. Desde ese año hasta 1979 trabajamos bajo la órbita del 
Banco de la República; éramos administrados por ese Banco, por una comisión creada por la Ley N* 14.038 
del año 1971 y el Decreto N* 730 del mismo año. De acuerdo con el artículo 4* de la Ley N” 14.038 la parte 
obrera pasaba a formar parte de la empresa con un paquete accionario de $ 2:800.000 de aquel momento y 
había una contrapartida de $ 3:000.000 de los remitentes de ganado. Nuestra parte correspondía a la deuda 
que el frigorífico Sudamericano tenía con los obreros cuando pasamos al frigorífico Melilla. Se trabajó 
durante casi ocho años hasta que se cerró el frigorífico por un decreto del gobierno de aquel momento. 
Siempre se creyó que esas acciones habían sido creadas, que teníamos parte de la empresa; pero con el correr 
del tiempo nos vinimos a enterar, por documentación que tenemos, que esa sociedad nunca llegó a crearse. 
Ahí comenzamos a hacernos una de las tantas preguntas que surgen de todo esto. ¿En qué quedó ese paquete 
accionario? ¿Dónde quedaron esos $ 2:800.000 que en el año 1971 pertenecían a la masa obrera? 


Volvamos a la parte que seguramente debe interesar a los señores Diputados, que es la relativa al Decreto 

N* 518 que ampara a los compañeros del frigorífico Fray Bentos. El numeral IV del Considerando de ese 
Decreto dice: "Que a los efectos de salvaguardar derechos inherentes a la personalidad humana, por las 
razones de equidad y en aplicación de la justicia distributiva -de esencia del Estado-, corresponde dar 
soluciones a la situación planteada". Más adelante establece: "Atento: a lo expresado y a lo establecido en los 
artículos 72 y 332 de la Constitución, [...]". El artículo 332 de la Constitución dice claramente: "Los 
preceptos de la presente Constitución que reconocen derechos a los individuos, así como los que atribuyen 
facultades e imponen deberes a las autoridades públicas, no dejarán de aplicarse por falta de la 
reglamentación respectiva, sino que esta será suplida, recurriendo a los fundamentos de leyes análogas, a los 
principios generales de derecho y a las doctrinas generalmente admitidas". 


Todos fuimos cesados por el mismo Decreto y teníamos la misma comisión liquidadora. Entonces ¿por qué a 
las aproximadamente trescientas cincuenta familias que integrábamos el frigorífico Melilla no se nos 
amparó? Inclusive, si nos remitimos a la Constitución de la República, nuestra situación al momento del 
cierre roza muy de cerca lo establecido en su artículo 67, que establece: "Las jubilaciones generales y seguros 
sociales se organizarán en forma de garantizar a todos los trabajadores, patronos, empleados y obreros, retiros 
adecuados y subsidios para los casos de accidentes, enfermedad, invalidez, desocupación forzosa, etc.;[...]". 
Nos preguntamos si nuestra situación no podría estar contemplada por este artículo de la Constitución en la 
parte referida a la desocupación forzosa. En mi caso particular salí de trabajar un día a las dos de la tarde -mi 
turno era de 6 a 14 horas- y cuando al día siguiente volví a trabajar estaban las Fuerzas Armadas en la puerta 
y no me permitieron el ingreso. ¿Eso no es desocupación forzosa? Estas son las preguntas que nosotros nos 
hacemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿De qué fecha es el Decreto de amparo? 


SEÑOR DE PAULA.- Es del año 1988. Fue promulgado el 19 de agosto de 1988 y publicado el 12 de 
setiembre de ese año. La ley que amparó a los compañeros de EFCSA, la N* 16.194, es del 12 de julio 
de 1991. Todos estos compañeros fueron amparados por la ley de destituidos. Fueron cuatro las 
empresas cerradas en aquel momento por el Decreto N* 436. La cuarta empresa era COMARGEN; los 
que pasamos ya los cincuenta años recordamos a un personaje llamado Angelopulos, "el griego", que 
en aquel momento era dueño de COMARGEN. Como él se retiró del país y no se exportó un kilo más 
de carne ya que era el responsable de la exportación en aquel momento, al poco tiempo lo volvieron a 
llamar y le devolvieron la planta; por lo tanto, COMARGEN siguió trabajando. Pero con las otras tres 
empresas -frigorífico Melilla, EFCSA y frigorífico Fray Bentos- no sucedió lo mismo. Recién en el año 
1988 la masa obrera del Fray Bentos logró ser amparada por la ley de destituidos y en el año 1991 lo 
consiguieron los compañeros de EFCSA. 


En el año 1994 logramos que en ambas Cámaras se aprobara un proyecto de ley de amparo, que fue vetado 
por el Presidente de esa época, el doctor Luis Alberto Lacalle. Ese proyecto establecía: Declárese que los 
trabajadores del frigorífico Melilla que acrediten haberse amparado al régimen especial preceptuado por el 
artículo 1* del Decreto 436/ 979, del 1* de agosto de 1979, tienen derecho a percibir una indemnización con 
motivo de haber cesado en su actividad laboral al 31 de mayo de 1980.- Fíjese el monto de esa indemnización 
en el equivalente a seis meses de sueldo para los trabajadores mensuales y en el equivalente a ciento 


cincuenta jornales para el personal jornalero, calculados al 31 de mayo de 1980, los cuales se reajustarán 
conforme con las disposiciones del Decreto-Ley N* 14.500, de 8 de mayo de 1976, más el interés legal del 
6% anual. 


Reitero que este proyecto fue vetado en el año 1994 por el doctor Luis Alberto Lacalle. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aclaro que ese proyecto presentado en el año 1994 y vetado por el Gobierno 
de la época se ha presentado nuevamente en esta Legislatura y está radicado en la Comisión de 
Legislación del Trabajo. Hasta el momento no ha habido ningún planteo -por lo menos como Comisión 
no lo conocemos- en el sentido de que esa iniciativa no pertenezca al área de Legislación del Trabajo y 
que deba ser considerado por la Comisión de Seguridad Social. 


Por otra parte, ustedes hacen referencia al origen de algunas reivindicaciones que fueron contempladas. A 
partir de la Ley N* 15.783, del año 1985 son incorporados grupos de trabajadores del frigorífico Nacional -no 
todos- y grupos de trabajadores de EFCSA, no todos, puesto que algunas situaciones siguen pendientes. 
Sabiendo que la contemplación de esas situaciones surge a partir de la inquietud de los propios involucrados 
y de su persistencia en el reclamo, pregunto si desde 1985 en adelante ustedes han planteado su situación en 
particular a fin de ser tenidos en cuenta en alguna de las normas posteriormente dictadas y que tenían como 
base la Ley_N? 15.783. 


SEÑOR DE PAULA.- Esencialmente, sí; siempre estuvimos trabajando en ello. Pero ninguno de los 
cinco integrantes de esta delegación es profesional. En setiembre del año pasado, en asamblea 
soberana, todos los compañeros resolvimos "tomar el toro por las guampas" nosotros mismos. Hasta 
ese momento nos habíamos manejado con abogados, habíamos hablado con los Partidos Políticos 
tradicionales, y no habíamos obtenido nada. Los años han ido pasando y hemos perdido compañeros; 
sin ir más lejos, el domingo falleció otro. Debido a la situación actual del país la gente está desesperada; 
algunos compañeros han trabajado toda la vida y tienen una jubilación de $ 1.200, mientras nuestra 
problemática sigue pendiente. 


Nosotros nunca tuvimos conocimiento de todas estas leyes que he mencionado; recién las empezamos a 
manejar a partir de octubre o noviembre del año pasado. No es necesario ser abogado para leer e interpretar 
lo que dicen, ni para acceder a la Constitución y advertir que hay un montón de derechos que nos 
correspondería haber reclamado antes, lo que nunca se hizo. De todas maneras, consideramos que todavía 
tenemos derecho a reclamarlos y a que se nos ampare. Reitero que si nuestra situación no roza lo dispuesto en 
el artículo 67 de la Constitución en lo que refiere a desocupación forzosa, anda muy cerca. Y dejemos de lado 
el asunto de las acciones, aunque podemos hacernos preguntas interesantes al respecto. 


Tenemos documentos que dicen que en el año 1997 el frigorífico Sudamericano -o Melilla- fue rematado. 
Leo textualmente: "Observaciones: Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil de 5” Turno- Banco 
Comercial c/frigorífico Sudamericano SA" -no dice frigorífico Melilla sino Sudamericano- "Ejecución 
hipotecaria.- Escribano autorizante:6297-5 Rivero García, Nelson Lorenzo [...]". El frigorífico se remata en 
$ 700.000, lo que no es tan llamativo. Lo que sí es llamativo es el comprador: el Banco Mercantil del Río de 
la Plata, en liquidación. En el literal D) del artículo 35 de la ley_ de destituidos se establece que se ampara a 
los trabajadores de los ex -recalco el término "ex"- Bancos Mercantil del Río de la Plata, y después nombra 
alguno más. No entendemos cómo si en el año 1985 la ley de destituidos ampara a los ex trabajadores del 
Banco Mercantil, en el año 1997 este Banco compra el frigorífico Sudamericano -o Melilla, como quieran 
llamarle- en un remate judicial. Esa es otra de las preguntas que nos hacemos y que nos gustaría que alguien 
contestara. Tenemos los documentos. ¿No es algo llamativo? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puedo contestarles con conocimiento de causa sobre el Banco Mercantil del 
Río de la Plata. Este Banco estaba intervenido desde el año 1970. Esa fue la razón por la cual los 
trabajadores de ese Banco fueron contemplados dentro de lo que prescribía la Ley _N” 15.783; no eran 
ya trabajadores privados. El Banco Mercantil fue privado hasta el año 1970, cuando se produjo la 
intervención por parte del Estado. 


SEÑOR LUCENO.- La razón por la cual venimos a la Comisión de Seguridad Social es porque 
entendemos que si a los empleados mensuales nos pagaran seis meses de despido y a los jornaleros 


ciento cincuenta jornales durante todo ese lapso, ello significaría mucho dinero para el Estado. 
Intercambiando ideas con los compañeros, manejamos la posibilidad de que si no podemos cobrar el 
despido, solicitemos media canasta familiar, como mínimo, de jubilación para todos los trabajadores. 
Vinimos a la Comisión de Seguridad Social a fin de que estén al tanto de lo que nosotros solicitamos. 


Es el punto que quería aclarar. 


SEÑOR MUNIZ.- En el año 1994 concurrimos a la Comisión de Legislación del Trabajo -que en ese 
momento estaba integrada por los legisladores Sarthou, Michelini, Garat, Álvarez- a plantear este 
problema, como lo estamos haciendo ahora. Me cuesta mucho usar este término, pero nos sentimos 
estafados. Los legisladores en aquel momento nos decían -no quiero nombrar a nadie- que si revisaban 
nuestra situación nos tendrían que dar la razón, pero que no había dinero. De todas maneras, seguimos 
luchando por lo que nos pertenece y llegamos al día de hoy planteando una reposición jubilatoria. 
Según la cuenta que nos ha hecho gente especializada en el tema, el dinero que nos deberían pagar es 
una fortuna. No queremos presionar a nadie, ni al Poder Legislativo ni al Poder Ejecutivo, para que se 
nos pague esa suma, pero sí queremos una reposición jubilatoria. 


Quiero explicar la serie de irregularidades que presenta nuestra situación. No deseo referirme solo a mi caso 
en particular porque sería muy egoísta de mi parte, pero es un claro ejemplo de las irregularidades que se dan, 
incluso en el ámbito de la previsión social. Yo estoy jubilado. No sé si al señor Presidente le llegó una nota 
que entregué a la Secretaria de un señor Diputado, que es una clara prueba de esas irregularidades. Cuando 
solicité mi jubilación me pidieron que presentara testigos para los años 1972 y 1973, siendo que las planillas 
del Ministerio de Trabajo dicen que yo pertenecía al frigorífico Melilla, que estaba a la orden; dice: "Sin 
egreso". No adjudico mala intención a nadie, pero no hay coordinación entre el Ministerio y el Banco de 
Previsión Social. ¿Por qué yo tenía que presentar testigos? Un funcionario del BPS me preguntó por qué 
había presentado testigos, si existía esto. Le contesté que yo lo ignoraba; no sabía que una cosa tuviera que 
ver con la otra. Me hicieron presentar testigos y la documentación indicaba que yo pertenecía al frigorífico. Y 
no me refiero sólo a mi caso personal; los trescientos y pico de obreros seguíamos perteneciendo al 
frigorífico. Reitero que la documentación dice: "Sin egreso", y reingreso en el año 1973. 


Se da esa serie de irregularidades y si uno las mira bien, no les encuentra sentido. No adjudico mala intención 
a nadie. Creo que hay una descoordinación muy grande entre el Banco de Previsión Social y el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, lo que me perjudicó cuando me jubilaron. Todos sabemos que a aquel que tiene 
que presentar testigos la jubilación se le viene abajo. En los hechos es así. 


Hay una clara irregularidad que se dio desde que se terminó como frigorífico Sudamericano y se empezó 
como frigorífico Melilla. Las irregularidades fueron muchas; como decía el compañero, se le cambia el 
nombre y resulta que a los once días se remata el frigorífico. Un remate lleva un proceso de meses y más el 
de una planta frigorífica. Pero resulta que en un término de once días el frigorífico cambia de dueño y 
termina rematándose. 


Fui destituido en 1978; me dijeron que me debía ir porque, de lo contrario, me iban a llevar. Era así la cosa; 
yo no estoy en las planillas del año 1979. No quiero presentar mi caso personal, pero estas son las 
irregularidades que se dieron. Me comunicaron que me debía ir porque me venían a buscar; y me tuve que ir. 
Yo era delegado de la Federación de la Carne. Encima de que me tuve que ir, tengo que soportar estas 
irregularidades, como la de presentar testigos en el BPS. Digo esto para demostrar toda la serie de cosas que 
sucedieron y que nosotros, los obreros del frigorífico Melilla, no entendemos; pero resulta que no hay 
coordinación entre los organismos. Entonces, los trescientos cincuenta obreros, o los que quedemos vivos, 
nos sentimos estafados por donde se mire la cosa. 


SEÑOR GUERRA.- En el año 1979 estos casi cuatrocientos obreros quedaron a la orden, más allá de 
que la mayoría de la gente eran mensuales, por ejemplo los administrativos, y se fueron cobrando su 
despido. Para esta gente se hizo como un decreto especial y en vez de seis meses cobraban doce; pero en 
ese decreto se decía que estaban a la orden del frigorífico o de cualquier otra empresa que los llamara. 
Una vez que cobraron los doce meses, no pasó más nada, es decir que no se les dio el despido ni se hizo 
ningún otro decreto en cuanto a rever eso. Siempre, hasta el día de hoy, si uno va a ver los papeles, 


advierte que están a la orden. No pasó más nada; cobraron esos doce meses y esperaron que se les 
llamara desde algún lado. 


Agregaré algo sobre el remate y el compañero lo aclarará luego. En todos los papeles que hemos sacado no 
aparece el nombre del Juez que autoriza el remate. Algo en lo que nosotros hacemos hincapié es en que estos 
casi cuatrocientos compañeros quedaron a la orden -hay un decreto que dice que están a la orden-, tema sobre 
el cual no pasó más nada. Por esa razón, lo que la gente está esperando hasta el día de hoy es que eso se 
revea. Una posibilidad era que le pagaran el despido. Mucha gente siguió haciendo changas afuera y es por 
eso que aparece gente jubilada con $ 1.100 o $ 1.200, teniendo para cobrar esa deuda de todos estos años. 


Traigo a colación otra cosa que interesa comprender. Si bien es cierto que la sociedad mixta nunca llegó a 
concretarse, lo del paquete accionario estaba planteado porque era una deuda que tenían con nosotros y que 
nunca nos pagaron. O sea que el frigorífico se movió como Melilla por un eslogan que le pusieron para hacer 
negocio y nosotros no tuvimos participación activa sino que esas cosas se hicieron entre el Banco y el 
Ministerio. Pero tenían con nosotros esa deuda, que nunca fue pagada. 


SEÑOR DE PAULA.- Apoyando lo que el compañero estaba mencionando, voy a leer el artículo 4* de 
la Ley_N” 14.038 del año 1971, por el cual nosotros formamos ese paquete de acciones. Dice así: "La 
nueva empresa abonará a los productores el 50% (cincuenta por ciento) de sus créditos, condicionado a 
que acepten integrar la sociedad a crearse, con el restante 50% (cincuenta por ciento) de los citados 
créditos". O sea que se les abonaba el 50% con la condición de que el otro 50% lo integraran a esa 
sociedad. 


En lo referente a los obreros dice así: "A su vez, el personal técnico, administrativo y obrero verterá como su 
aporte la totalidad de lo que le correspondería cobrar por sus haberes impagos [...]". Esto fue reglamentado 
por el Decreto N* 730, con el que también contamos y en el que se crea la Comisión Interventora y se 
dispone la intervención administrativa de la gestión. Además. se establece lo siguiente: Intégrase la Comisión 
Interventora prevista en el artículo 7” de la Ley N* 14.038 del 19 de octubre de 1971, con el señor Arturo 
López que la presidirá, el señor José Miguel Serrata y el ingeniero agrónomo Raúl Grille en calidad de 
representantes del Poder Ejecutivo, el doctor Roberto Zabaleta en representación de los remitentes de 
hacienda y el señor Juan José Imas en representación de los trabajadores. 


Nosotros tenemos otra documentación que es del año 1989; es una carta del señor Juez Letrado dirigida al 
Poder Ejecutivo, en la cual se dice que nunca llegó a concretarse la creación de la sociedad prevista en el 
artículo 4* de la Ley_N* 14.038. Ese paquete accionario de $ 2:800.000 del año 1971 a esta época que 
pertenecía a la masa obrera del Melilla o del Sudamericano ¿dónde está? Si el Poder Ejecutivo no creó la 
sociedad no es problema de la parte obrera; consideramos que es un problema del Estado. 


En la carta hay otra serie de reclamos que se hacen al señor Presidente de la República, doctor Julio María 
Sanguinetti. 


SEÑOR SILVEIRA.- Saludamos la visita de la delegación de obreros del frigorífico Melilla, con 
quienes personalmente comparto la actitud que han adoptado. Quien quiere algo lo hace por sí mismo; 
no pide que otro lo haga. En este tipo de cosas, los intermediarios a veces no son los mejores. Quienes 
han logrado, no sin sacrificio y esfuerzo, resultados de reparación parcial en situaciones similares a 
esta han sido los obreros que han tratado de organizarse, y con mucha persistencia, voluntad, esfuerzo 
y entrega han realizado los trámites ellos mismos. 


Esta Comisión necesita un planteo claro y concreto, por escrito. No vamos a tener problemas en evacuar las 
consultas, con el correspondiente asesoramiento jurídico. Lo importante es avanzar, porque a esta altura del 
partido, después de veinticuatro años, no da ni para contárselo a nadie. Es una vergúenza. 


Tenemos la voluntad de ayudarlos a organizarse. Aclaro que desconozco el tema. En el día de hoy me 
reintegro a la Cámara después de algún problema más político que personal. Vengo del interior con toda la 
voluntad del mundo de dar una mano, pero confieso que en este tema todavía no sé para dónde agarrar. 
Necesito algo por escrito para que la Comisión pueda contestarles lo que estemos en condiciones de contestar 
sobre el tema específico, y sugerirles algún camino por donde encontrar una rendija. Ocurre que en materia 


de seguridad social el Parlamento tiene una misión delimitada. El artículo 86 de la Constitución, que marca 
quién tiene competencia en algunos temas, expresa: "La creación y supresión de empleos y servicios 
públicos; la fijación y modificación de dotaciones, así como la autorización para los gastos, se hará mediante 
las leyes de presupuesto, con sujeción a lo establecido en la Sección XIV.- Toda otra ley que signifique gastos 
para el Tesoro Nacional, deberá indicar los recursos con que serán cubiertos. Pero la iniciativa para la 
creación de empleos, de dotaciones o retiros, o sus aumentos, asignación o aumento de pensiones o 
recompensas pecuniarias, establecimiento o modificaciones de causales, cómputos o beneficios jubilatorios 
corresponderá, privativamente, al Poder Ejecutivo". Quiere decir que, como legisladores, tenemos limitadas 
las facultades de proponer soluciones para algunos temas, que por mandato constitucional están entregados 
por el soberano en forma privativa al Poder Ejecutivo y no al Parlamento.. No sé qué gestiones han hecho a 
nivel del Poder Ejecutivo hasta el presente. 


También voy a decir -porque no quiero jugar con el tiempo de ustedes- que el artículo 229 de la Constitución 
establece que "El Poder Legislativo," -empieza por mencionar al Poder Legislativo, que somos nosotros- "las 
Juntas Departamentales, los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados no podrán aprobar presupuestos, 
crear cargos, determinar aumentos de sueldos y pasividades, ni aprobar aumentos en las Partidas de Jornales 
y Contrataciones, en los doce meses anteriores a la fecha de las elecciones ordinarias [...]". Entonces, no 
entiendo por qué ustedes vienen aquí este año y no lo hicieron en 2000, cuando nos sentamos aquí; lamento 
que no nos hayamos encontrado en esa oportunidad porque pienso que de esa manera podríamos haber 
avanzado juntos. Este año tenemos la cancha muy estrechamente marcada, y lo quiero decir con sinceridad. 
Pero también quiero decir con sinceridad otra cosa: si no arrancan organizados el año que viene -que a mi 
humilde criterio es la oportunidad adecuada-, si no organizan cómo armar el juego y plantean un esquema, el 
1% de marzo del próximo año no va a ser productivo para ustedes y en esa fecha deben saber bien qué puertas 
van a estar golpeando y cómo, si van a entrar por el Edificio Libertad o por acá. 


Por eso quiero decir que yo siento que precisamos un planteo concreto para poder contestarlo y ayudarlos a 
planificar una estrategia de ataque de una situación que merece nuestra colaboración. 


SEÑOR MUNIZ.- No deseo ser reiterativo, pero quiero que el señor Diputado Silveira comprenda la 
situación. Recién presenté una nota del año 1994, nombré a algunos legisladores, y dije que en ese 
momento nos contestaron que teníamos razón en nuestro planteo. Yo sé que hay plazos constitucionales 
y que existen una serie de barreras que se interponen entre los tres Poderes, pero el primer gran 
problema es que nosotros estamos detrás de esto hace veinticuatro años. En segundo lugar, nos 
sentimos estafados y tenemos documentación que nos indica que fuimos estafados. 


Reitero que cuando asistimos a la Comisión en el año 1994, en oportunidad en que el entonces Diputado 
Sarthou era Presidente, hubo legisladores que nos dijeron que teníamos razón, pero que no había dinero. Los 
señores Diputados deben comprender que luego se nos dice que hay plazos constitucionales y después hay 
una y otra barrera más. Todo el mundo nos dice que es correcto el planteo que hacemos, que está ajustado a 
las leyes y a los decretos, pero hace veinticuatro años que estamos en esto. Ya no sabemos cuánto tiempo más 
va a durar este problema. En aquel momento no se solucionó porque no había dinero, o porque el Gobierno 
no tenía dinero para destinar a eso. Entonces, en esa oportunidad hicimos una asamblea, pedimos la opinión 
de la mayoría -porque estaría muy mal que cinco compañeros tomaran una decisión por trescientos obreros-, 
y teniendo en cuenta que la situación estaba tan complicada desde el punto de vista del dinero propusimos 
una reposición jubilatoria. Lo hicimos porque queríamos allanar el camino a todo aquel que nos escuchara: al 
Poder Ejecutivo y a todo el poder político, que está formado por todas las personas que toman decisiones en 
este país; porque las decisiones no las podemos tomar los simples ciudadanos, sino quienes fueron electos 
para ello. Entonces, no venimos con las manos vacías sino que presentamos una solución: queremos una 
reposición jubilatoria. Creemos que ese es el camino más llano y recto para, por fin, luego de veinticuatro 
años, llegar a una solución. Entendemos las barreras y sabemos que hay un montón, pero hace veinticuatro 
años que nos venimos encontrando con barreras y ese es el gran problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer una precisión, sin dar una opinión definitiva, para analizar - 
como decía el señor Diputado Silveira- cómo vamos encauzando este problema. 


Creo que es importante referirse, en primer lugar, a todos los antecedentes, incluso el que tiene que ver con la 
nota dirigida a quien en ese momento era Presidente de la Comisión de Legislación del Trabajo, el entonces 


Diputado Sarthou, y las gestiones posteriores que se tradujeron en un proyecto de ley presentado en la 
Comisión de Legislación del Trabajo, que se transformó en ley y fue vetado. En este momento existe el 
mismo proyecto presentado por dos legisladores -no importa quiénes hayan sido-; el hecho es que ya tomó 
estado parlamentario y está siendo considerado por la Comisión de Legislación del Trabajo que todavía no se 
ha pronunciado sobre él. 


Con esto quiero decir, en primer lugar, que el asunto ha estado permanentemente planteado en el área de la 
Comisión de Legislación del Trabajo, tal como lo demuestran todos los datos que teníamos y los que ustedes 
aportan hoy. En segundo término, ese planteo ha sido actualizado ahora a partir de que el tema está radicado 
allí y ustedes, naturalmente, están a la expectativa de la resolución que tomará esa Comisión que tiene el 
proyecto a estudio. Pero -si no entendí mal- ustedes al mismo tiempo plantean que si la Comisión de 
Legislación del Trabajo, luego el plenario de la Cámara de Diputados y luego el Senado, no tomaran una 
resolución favorable sobre el tema, podríamos recurrir a una reparación de otro tipo, en este caso de carácter 
jubilatorio. Recién allí el tema entraría en la órbita de esta Comisión, siempre y cuando -si es un proyecto que 
ingresa y es presentado por un legislador- ingrese a la Cámara de Diputados, porque puede que sea enviado a 
la Cámara de Senadores. 


Entonces pienso que ahora lo importante y lo más factible, es que haya un pronunciamiento de un proyecto 
que ya ha ingresado, tiene estado parlamentario y está a estudio de la Comisión de Legislación del Trabajo, 
aunque falta que esta se expida sobre él. Pensar en otra cosa estaría supeditado a dos condicionantes que 
ustedes mismos plantean: primero, que fracase el proyecto que está en la Comisión de Legislación del 
Trabajo, y segundo, que se presente otro proyecto distinto que -ahora sí- tenga que ver con una reparación de 
carácter jubilatorio. 


Entonces, independientemente de que considero juicioso el planteo del señor Diputado Silveira en cuanto a 
tener más ordenados los elementos que ustedes han planteado, me parece que el trámite debería transcurrir de 
esa manera. De todos modos, hay que ser conscientes de los acotados tiempos parlamentarios que tenemos - 
ustedes los conocen- y manejarnos con ellos porque no hay ninguna posibilidad de modificación. 


Comparto que luego de tanto tiempo hay que buscar algún tipo de reparación; me parece bien la inquietud. 
Pero creo que las cosas tienen cierto orden y, para decirlo de la manera más concreta y clara posible -a fin de 
que no queden dudas acerca de la intencionalidad de lo que estoy diciendo-, si en este momento hubiera un 
proyecto similar, que procurara el mismo objetivo que ustedes buscan y está planteado en el proyecto que se 
encuentra en la Comisión de Legislación del Trabajo, habría una especie de colisión. Están buscando el 
mismo objetivo a través de distintas vías. Más allá de discutir si implicaría colisión o no, no tenemos ese 
proyecto sobre reparación jubilatoria. La única iniciativa que está en la órbita del Parlamento es la que está 
tratando la Comisión de Legislación del Trabajo. Entonces, colocándome en la situación que están viviendo 
hace muchísimos años, pienso que lo importante e inmediato es tratar de obtener el pronunciamiento de la 
Comisión de Legislación de Trabajo y, después, en función del resultado de esa gestión, analizar qué otro 
camino se puede tomar, teniendo en cuenta los tiempos acotados que mencionábamos recién. 


No sé si esto les parece bien, independientemente de tener una especie de memorándum con lo sustancial de 
lo que han planteado en el día de hoy; me parece importante para ordenar las ideas y tener noción acerca de 
por dónde podría transcurrir una iniciativa en el caso de que fracase la que en este momento está en 
consideración. 


SEÑOR DUARTE.- El señor Diputado Trobo está muy empapado en nuestro problema y creo que 
podría orientar a la Comisión sobre el punto que planteamos hoy y que no aclaramos muy bien. 


SEÑOR TROBO.- En síntesis, de la iniciativa que oportunamente presentamos se desprende 
claramente que procuramos permitir que se pueda considerar a los funcionarios del ex frigorífico 
Melilla, que no tuvieron el mismo tratamiento que se dio a empleados de otras entidades de la industria 
frigorífica, que fueron considerados especialmente en leyes aprobadas en su momento. 


En este sentido, hay un antecedente. Se trata de una ley que vetó el Poder Ejecutivo; aclaro que el veto no fue 
levantado por el Parlamento. Ese es el antecedente más cercano que existe con respecto a esta situación que 
debe ser analizada por el Parlamento como corresponde. Nuestro propósito es ayudar a que la situación que 
esta gente plantea se pueda resolver por vía legal. Obviamente, será necesario el asesoramiento 


correspondiente del Poder Ejecutivo pero -como ya dije- es muy importante buscar la voluntad política o el 
apoyo que pueda tener la solución que será esa u otra, pero que, en definitiva, resuelva el problema. Son los 
únicos ex funcionarios del sector de la industria frigorífica que no han recibido un tratamiento acorde con su 
situación. En otros casos hubo leyes que establecieron determinados pagos por despidos, situaciones que 
fueron mitigando por lo menos el desempleo de ese personal. Recuerdo el caso del frigorífico Casa Blanca, 
que se resolvió en el Parlamento en los años 1993 y 1994, 


El espíritu del proyecto es corregir esta situación. Francamente no me di cuenta de que estaba destinado a la 
Comisión de Legislación del Trabajo. Quizás haya que hablar con Secretaría de la Cámara para resolver esto, 
pero pienso que debe ser destinado a la Comisión de Hacienda o a la Comisión de Seguridad Social, ya que 
esto no es un litigio laboral sino que tiene que ver con un subsidio. 


Nosotros tenemos la mejor voluntad política para votar este proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como legisladores, siendo o no delegados de sector, podemos asistir a 
cualquier reunión de Comisión, solicitar la palabra y ser escuchados. Entonces, si yo compareciera en 
la Comisión de Legislación del Trabajo donde efectivamente se está tratando esa iniciativa, 
manifestaría mi posición favorable. Naturalmente, será una opinión; es decir, el derecho del legislador 
que no es miembro de la Comisión ni delegado de sector se agota ya que tiene la posibilidad de 
expresar su punto de vista, pero no de votar. 


En cuanto a si el proyecto está bien asignado a esa Comisión, aclaro que fue asignado hace bastante tiempo. 
La historia de esta iniciativa siempre ha transcurrido a través de la Comisión de Legislación del Trabajo. 


SEÑOR TROBO.- Se puede pedir una entrevista a esa Comisión. 


SEÑOR DE PAULA.- Cuando estuvimos en la Comisión de Legislación del Trabajo señalamos nuestro 
agradecimiento a los Diputados que volvieron a impulsar este proyecto de pago, pero sabemos que la 
cifra puede ser muy onerosa para el país debido a la actual situación. Por ese motivo, proponemos que 
se estudie la posibilidad de que seamos incluidos en la ley sobre los destituidos, como se hizo en el caso 
del frigorífico Fray Bentos y de EFCSA. Reitero lo que señalé al principio: el 66% de los obreros fue 
amparado y el 33% no, y ya pasaron veinticinco años. Siempre se habla de voluntad política, pero creo 
que este tema es de dignidad política, y con esto no quiero ofender a nadie. Como ya dijimos, el fin de 
semana pasado tuvimos que dar sepultura a otro compañero; cada vez quedamos menos. Además, las 
familias de esos compañeros que han fallecido han quedado en la ruina moral y monetaria. Creo que 
sería bueno que esto también se tuviera en cuenta. 


SEÑOR MUNIZ.- El señor Diputado Trobo no estaba cuando di una explicación sobre determinadas 
irregularidades, por eso quiero señalar lo siguiente. 


Yo soy jubilado. Sin embargo, recibí una nota del BPS pidiéndome que presentara testigos. Aclaro que en un 
documento del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social se señala que yo en los años 1972 y 1973 pertenecía 
al frigorífico Melilla. Sin embargo, me obligan a presentar testigos. Esa es la realidad, más allá de lo que 
digan las leyes y las disposiciones del BPS. Hubo una irregularidad flagrante, pero decía que no por mala 
intención de alguien sino por la descoordinación tan grande que hay entre los organismos, y esto perjudica a 
la gente, como sucede en nuestro caso. 


Yo fui destituido; en el año 1978, en plena dictadura, me dijeron que me debía ir porque me iban a venir a 
buscar. Pero no quiero seguir con mi caso personal; yo prefiero que entre los más de trescientos compañeros 
encontremos una solución, porque hay gente que la está pasando muy mal. Considero que en la República 
Oriental del Uruguay, no solo en el sistema político -el Poder Ejecutivo y todos los que toman decisiones-, 
están las reservas como para encontrar una solución a este problema. Porque si no se encuentra solución a los 
problemas de gente que tiene derechos adquiridos y la siguen pasando mal, llegará un momento en que no 
voy a saber en qué país estoy viviendo. 


Nos sentimos estafados por toda la serie de cosas que se han dado desde el año 1971 en adelante. Por lo 
tanto, pedimos a los que toman decisiones que, de una vez por todas, después de veinticuatro años, 


encuentren una solución y que lo hagan por la gente. Nosotros cinco tenemos la suerte -voy a ser un poco 
grosero- de comer todos los días, pero hay gente que no puede; hay personas mayores y niños que no tienen 
la suerte de poder tomar leche, y pertenecen al frigorífico Melilla. Por esta razón es que apelamos al Poder 
Legislativo para que, por favor, se encuentre una solución a esto. Hay mucha gente que tiene derechos 
adquiridos y está pasándola mal. Es como si una persona a quien deben US$ 10.000 esté pasando hambre 
porque no tiene dinero; es la misma situación. Pedimos que se ampare a esa gente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos muchísimo la presencia de esta delegación de ex trabajadores 
del frigorífico Melilla y les pedimos que nos envíen el memorándum lo más completo posible a la 


brevedad. Nos mantendremos en contacto. 


(Se retira de Sala la delegación de ex trabajadores del frigorífico Melilla) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


